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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señores Representantes Gustavo Bernini, Vicepresidente y Alfredo Asti (ad hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Irene Caballero, Germán Cardoso, Angélica Ferreira, Andrés 
Lima, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, Ana Lía Piñeyrúa, Iván Posada y Alejandro 
Sánchez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo D. Abdala y .Richard Sander. 


ASISTEN: Señores Representantes Yerú Pardiñas, Mario Perrachón y Hermes Toledo Antúnez. 


INVITADOS: Por la Comisión de Fomento Rural, señor Ermes Peyronel, Presidente; señor Fernando 
López, Secretario General; señor Mario Colom, Protesorero; señor Óscar Díaz, Delegado 
en el Instituto Agropecuario; e ingeniero agrónomo Gustavo Pardo, Coordinador 
Ejecutivo. 


Por la Asociación Nacional de Productores de Leche, señor José Alpuín Duque, 
Presidente; y contador Héctor Melgar, Gerente General. 

SEÑORA SECRETARIA.- Corresponde nombrar a un Presidente ad hoc. 

SEÑOR POSADA.- Propongo al señor Diputado Asti. 


SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 


(Se vota) 


——- Seis en siete: AFIRMATIVA. 
SEÑOR PRESIDENTE (ad hoc) (Asti).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


———- La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la Comisión Nacional de 
Fomento Rural, integrada por su Presidente, señor Ermes Peyronel; su Secretario General, señor Fernando 
López; el Protesorero, señor Mario Colom; el delegado de la CNFR en el Instituto Plan Agropecuario, señor 
Oscar Díaz, y por el Coordinador Ejecutivo, ingeniero agrónomo Gustavo Pardo. 


El motivo que nos convoca es el tratamiento del proyecto que nos envió el Poder Ejecutivo sobre el Impuesto 
a la Concentración de Inmuebles Rurales. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bernini) 


SEÑOR PEYRONEL.- Agradecemos la invitación a fin de que la Comisión Nacional de Fomento Rural 
se pueda manifestar sobre tan importante suceso, como lo es el proyecto del ICIR. 


Vamos a dar lectura a la posición institucional con respecto al proyecto del ICIR. 


Dice así: "CNFR desde hace años viene planteando su preocupación por el proceso de Concentración y 
Extranjerización de la Tierra y su impacto en la Agricultura Familiar.- Dicho proceso que se ha acelerado en 
los últimos años no es exclusivo de nuestro país ya que es una tendencia generalizada y con un impacto muy 
fuerte en la región. En este contexto el precio de la tierra en Uruguay se multiplicó por seis en los últimos 
tiempos, impulsado por el aumento de precios de los commodities agrícolas, y también como resguardo de 
capitales y especulación inmobiliaria. En razón de ello, el precio de la tierra aumentó bastante más que el de 
los productos. A partir de esta situación varios países han tomado medidas legislativas para enfrentarla.- Tal 
cual ya lo ha comunicado públicamente en mayo, junio y agosto, CNFR sin entrar a valorar el proyecto del 
ICIR en sí, se ha manifestado favorablemente en el sentido de que esta iniciativa ha puesto en la mesa de 
debate nacional el tema de la concentración de la tierra.- La tierra es un recurso natural de toda la sociedad y 
debe cumplir una función social. En razón de ello, no se puede analizar como un activo más o como un factor 
de producción, como una herramienta o cualquier insumo. La tierra además de producir constituye un modo 
de vida, forma parte del territorio nacional, son ecosistemas que cumplen otras funciones y un recurso natural 
que debemos cuidar y preservar.- Independientemente de que aún no se cuente con los datos definitivos del 
Censo General Agropecuario, es incomprensible que se pretenda poner dudas sobre el evidente proceso de 
concentración y extranjerización que se ha venido agudizando en los últimos años. El 2,5% de las empresas 
que son las que tendrían que pagar el ICIR explotan el 35% de la tierra y la franja inferior que abarca el 40% 
de los productores, explota el 2% de la misma. ¿Eso no es un síntoma de concentración?.- Un anticipo de los 
datos del Censo Agropecuario en ejecución, señala que según el 20% de la superficie y del 30% de los 
productores ya censados se confirmaría que existen menos productores y una mayor concentración de la 
tierra. Como elemento adicional, podemos consignar que organismos internacionales como FAO y el propio 
Banco Mundial alertan sobre la gravedad de este proceso de concentración.- Con respecto a la relación de la 
concentración con la soberanía, podemos consignar a modo de ejemplo que hoy en Uruguay hay seis 
empresas que explotan 450.000 hectáreas de agricultura. Por otra parte, hay un millón de hectáreas forestadas 
gran parte de ellas con el aporte de todos los uruguayos bajo la forma de subsidios de las que solo dos 
empresas extranjeras son dueñas de la mitad. En los últimos días, el país fue testigo de las excepcionalidades 
que una de estas empresas le exige a nuestra nación para llevar adelante un emprendimiento. ¿Eso no es una 
limitación a la soberanía?- Hoy el país no dispone de ninguna legislación que limite la adquisición de tierras 
por parte de personas físicas o jurídicas, nacionales o extranjeras. ¿Qué pasaría si a algún poderoso 
inversionista se le ocurriera comprar toda o gran parte de nuestra tierra? Cuando se habla de soberanía, no 
nos referimos a la bandera o al himno nacional sino a la capacidad de decidir sobre el destino de nuestro 
territorio y sobre el destino de la renta que genera nuestro recurso natural más importante.- Los defensores de 
estos grandes emprendimientos hacen referencia al crecimiento de la producción, de las toneladas exportadas 
y a la generación de empleo. Falta la otra cara de la moneda que constituye el sensible deterioro de los suelos, 
reconocido por la propia RENARE y un especialista en la materia como el señor decano de la Facultad de 
Agronomía. Este deterioro es absolutamente irreversible. También debe tenerse en cuenta el deterioro en la 


infraestructura vial generada por estos emprendimientos.- En lo que tiene que ver con la generación de 
empleo, hay investigaciones que demuestran que la lechería genera 10 veces más empleo por hectárea que la 
agricultura. Precisamente, es la lechería uno de los sectores más afectados en la competencia por la tierra con 
la agricultura. Hay datos que señalan que 200.000 hectáreas (un 20% de la superficie destinada a la lechería) 
pasaron a la agricultura al no poder competir por el precio de los arrendamientos. Como consecuencia de ello 
más de 1000 productores lecheros quedaron excluidos de la cadena agroindustrial. Obviamente esto tiene 
connotaciones económicas, sociales y culturales.- Con respecto al proyecto del ICIR en sí, no queremos 
entrar en aspectos técnicos tributarios, pero apoyamos eventuales modificaciones para evitar una posible 
afectación a la ganadería de cría. Por otra parte consideramos impostergable una revisión de la política de 
promoción de inversiones y exoneraciones tributarias con las que se benefician estos grandes 
emprendimientos, ya que consideramos que en muchos casos ya no se justifica el importante sacrificio fiscal 
que hace toda la sociedad en beneficio de los mismos. Hay estudios y opiniones de expertos que señalan que 
un alto porcentaje de esos emprendimientos igual seguirán adelante sin las exoneraciones tributarias.- 
Tampoco visualizamos que la implementación del ICIR se pueda considerar como 'cambio en las reglas de 
juego' tanto por su recaudación como por el segmento que abarca.- En definitiva, reiteramos que por encima 
de los efectos que el ICIR podrá tener o no para limitar la concentración de la tierra, este problema solo se 
soluciona con una legislación específica, que limite la superficie de tenencia por parte de personas físicas O 
jurídicas, tal cual ya existe en otros países.- Legislar sobre el uso y tenencia de la tierra no es meramente un 
tema económico o tributario, es fundamentalmente un tema político y social". 


SEÑOR LÓPEZ.- La posición de la Comisión Nacional que acaba de ser leída está basada en una 
discusión que se ha venido dando en los últimos tiempos acerca de la gravedad del fenómeno de la 
concentración de tierras. La intención de traer esto por escrito responde a la necesidad de sintetizar el 
pensamiento del colectivo, que viene planteando esta cuestión desde 2005, cuando hicimos un gran 
encuentro en Paysandú para hablar sobre la concentración de la tierra. Posteriormente, seguimos 
tratando este tema, y en 2010 nos reunimos con la FAO para mantener un diálogo político sobre la 
situación de la tierra en Uruguay. También nos hemos expresado al respecto en otras oportunidades. 


Lo que se acaba de leer refleja la posición de la Comisión Nacional, que reúne a unas cien instituciones de 
todos los sectores de la producción. La gran mayoría de los afiliados a la Sociedad de Fomento Rural 
vinculados a la producción familiar son productores ganaderos. 


En esta oportunidad queremos hacer algunos comentarios adicionales a este texto, que refleja nuestra 
posición. Uno de ellos refiere al avance que ha tenido la compraventa de tierras, que todos conocen. Quiero 
remarcar el impacto que esto ha tenido. Los números de 2000 a junio de 2010 que aporta la DIEA revelan 
que el 40% del territorio nacional fue vendido, en algunos casos, en más de una oportunidad, pero solo se 
toma en cuenta una. En el período señalado se han realizados unas 25.000 transacciones por un valor 
aproximado a los US$ 6.300:000.000. Se vendieron 6:268.000 hectáreas, y si tenemos en cuenta que el 
Uruguay agrícola abarca unas 16:000.000 hectáreas, estamos hablando de un porcentaje cercano al 40%. 


Esto ha impactado en el aumento de los precios de la tierra. Este fenómeno es mundial. Uruguay tiene precios 
de referencia que están por debajo de los de la región, y a partir del aumento de los precios y en virtud de 
otros estímulos a la inversión derivados, por ejemplo, de la crisis financiera mundial, de la seguridad que da 
comprar tierras y de la poca regulación legal que existe al respecto en nuestro país, hay capitales que han 
buscado resguardo y generado un aumento del precio de la tierra que está por encima de lo que ha crecido el 
producto. Esta es una de las principales preocupaciones que tenemos, además de la concentración de tierras, 
porque no solo ha aumentado el precio de la tierra, sino también el de los arrendamientos, lo que genera un 
gran impacto sobre la ganadería y la lechería. Hay que tener en cuenta que el 50% del área de la lechería está 
bajo el régimen de arrendamiento y que este sector ha perdido el 20% del área que ocupaba, básicamente por 
la competencia con la agricultura, porque no es lo mismo la rentabilidad que tiene la soja que la de la 
lechería. Pero a veces hay que ver el costo que esto significa. 


Por eso, cuando hablamos de la concentración no nos referimos solo a la propiedad de la tierra, sino también 
a la tenencia. Si bien la concentración de la propiedad es grave y preocupante, también la concentración de la 
tenencia, en cualquier forma, tiene un impacto negativo, sobre todo en la producción familiar. Si toda la tierra 
en arrendamiento estuviera en manos de tres o cuatro empresas, aunque estas no fueran propietarias, el efecto 
perjudicial sería muy similar al que habría si lo fueran. Este es un concepto que queremos reafirmar. 


Por otro lado, en varias oportunidades se ha puesto en duda si hay o no concentración. Por supuesto que 
reconocemos que no hay una comparación de datos oficiales al respecto, pero es porque nunca ha habido 
voluntad de hallar ese dato o porque la información está muy atrasada. De todos modos, la concentración que 
revelan los datos del Ministerio, que corresponden al año 2000, nos generan preocupación porque el 2,5% de 
las empresas tienen el 35% del territorio productivo. Eso preocupa, pero veamos los datos que surgen solo de 
recorrer un poco el país y ver la situación de las grandes empresas: por la vía de los hechos sabemos que la 
concentración ha crecido y que se complementa con la concentración industrial. Además, los datos primarios 
del censo están demostrando que hay una caída en el número de productores y, si se quisieran buscar los 
datos relativos a la concentración, seguramente los resultados serían preocupantes. Por lo tanto, el hecho de 
no tener datos estadísticos no quiere decir que el problema no exista. 


Queremos referirnos también a la importancia del recurso tierra no solo como factor de producción. Algunos 
economistas consideran que la tierra es un factor de producción más, un activo común y corriente, pero es 
parte del territorio nacional, es soberanía, es el enclave en el que se sitúa la cultura, los pueblos, las 
comunidades y los distintos ecosistemas. Si el ecosistema del río Santa Lucía estuviera en manos de una sola 
empresa y la mitad del Uruguay dependiera de esa agua, quizás tendríamos que discutir de otra manera el 
impacto de la concentración de la tierra. Lo mismo podríamos decir con respecto al inicio del Río Negro y 
algunas empresas forestales. Quizás esta es la discusión que la sociedad tiene que empezar a darse, más allá 
de lo productivo. 


Por estas razones la regulación sobre el territorio no implica una discusión meramente tributaria o económica, 
sino que tiene un aspecto de debate político acerca de cuál es la soberanía que Uruguay debe preservar y cuál 
es el mejor uso que se le puede dar a los recursos naturales vinculados con la generación de la riqueza y con 
una mejor distribución de la renta. Entendemos que es en ese sentido que debemos regular este sistema, como 
lo están haciendo otros países. 


Por último, consideramos que es muy difícil que con una sola herramienta se frene este proceso, que es 
regional y global, y que supone muchos intereses. Es necesario tener instrumentos que regulen en forma 
positiva, con un enfoque de desarrollo rural, tanto lo relativo a la tenencia y al tope máximo de tierras, como 
los aspectos tributarios que promuevan la producción nacional y la inserción de la pequeña producción, 
mejorando la distribución de la renta. Por eso no se puede discutir solo la posibilidad de frenar o no la 
concentración de la tierra; si realmente entendemos que la concentración es un problema, lo más acertado es 
discutir cuáles son las medidas administrativas y legislativas que debe darse un gobierno para sostener una 
visión estratégica a mediano plazo de los modelos de desarrollo que pretende estimular y de qué manera 
vamos a insertarnos a partir de uno de los principales recursos naturales con los que contamos, que es la 
tierra. 


SEÑOR ASTI.- Las exposiciones han sido muy interesantes. 


Como hoy la Comisión está tratando un proyecto de carácter tributario, vamos a referirnos precisamente a los 
aspectos tributarios de la problemática que hoy estamos analizando, sin perjuicio de que tomaremos en 
cuenta todas las observaciones que se han hecho. 


La Comisión afirma y hay datos que pueden avalarlo que hay un proceso de concentración de la propiedad de 
la tierra, más allá de las explotaciones. Aunque es cierto que faltan datos el censo algo podrá aportar, a pesar 
de que no está direccionado hacia este objetivo, quisiera saber si la concentración se ha dado en predios 
mayores a las 2.000 hectáreas CONEAT equivalentes o también en algunos menores, por lo que se afecta a 
algunos pequeños productores. 


Con respecto a cómo está diseñado este proyecto, quisiera saber si el hecho de establecer una alícuota 
creciente por escalones de 2.000, 5.000 y 10.000 hectáreas CONEAT, en un sistema no progresional sino 
progresivo, realmente puede evitar que continúe el proceso de concentración de predios de más de 2.000 
hectáreas CONEAT equivalentes. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a plantear una pregunta general y otra más puntual, referida al instrumento 
que estamos analizando. 


El señor López decía que la concentración de la tierra demanda la adopción de una serie de medidas 
legislativas y administrativas, y yo supongo que también la definición de determinadas políticas públicas que 
atemperen ese fenómeno. En opinión de esta gremial, ¿cuáles son esas medidas? Por lo menos me interesa 
conocer algunos titulares al respecto. Esto no tiene que ver con el texto que estamos analizando, pero sí con 
el tema en cuestión. 


Con respecto a la propuesta tributaria que analiza la Comisión, quisiera conocer su opinión acerca de la 
eficacia del instrumento. Hemos escuchado la posición de otras delegaciones que concurrieron a la Comisión, 
y también en la opinión pública se ha razonado a este respecto. Inclusive, algunos integrantes del Gobierno 
nacional han planteado objeciones a este proyecto del Gobierno en el sentido de que, eventualmente, este 
instrumento, en lugar de desalentar la concentración de la tierra, podría llegar a fomentarla. Eso se ha dicho; 
es un argumento teórico que esta Comisión debería desentrañar a la hora de resolver a favor o en contra de 
esta propuesta. 


Además, se ha señalado que, contrariamente al espíritu de proyecto de ley, el establecimiento de este 
impuesto implicaría un aumento del costo de la tierra, en función de que se le asociaría un costo tributario 
que hoy no existe, lo que determinaría una modificación en el valor, estimulando a que los más poderosos 
compren más tierras. Este es el resumen conceptual del razonamiento de política tributaria que sobre este 
tema se ha hecho. Quisiera conocer la opinión de la Comisión Nacional sobre este tema o la respuesta que 
pueden dar a este argumento; supongo que elementos tendrán para responder en la medida en que, según 
parece, se han manifestado a favor de esta solución o, por lo menos, a favor del objetivo y, eventualmente, 
también del instrumento. 


SEÑOR PEYRONEL.- En cuanto a lo que han dicho otras gremiales respecto a los cambios de las 
reglas de juego, decimos que se debe legislar para limitar la superficie de la tierra como forma real de 
evitar la concentración. 


Ahora bien, en cuanto a las reglas de juego, se habla de US$ 4, US$ 8, US$ 10 o US$ 12 por hectárea, sobre 
todo en grandes superficies de más de 2.000 hectáreas, pero nosotros somos productores de pocas hectáreas y 
nos afecta cuando el dólar sube o baja $ 1 o $ 2. Nos cambia cuando nos bajan el 10% de la leche, como 
sucedió en agosto y con las inversiones que realizamos. En mi caso, que soy lechero y compro semillas y 
aplico fertilizantes, herbicidas y demás a un costo de US$ 500 a US$ 1.000 por hectárea, realmente es 
insignificante la suma de US$ 8 o US$ 10. Pero tampoco creo que ese costo incida para que la gente se 
desprenda de la tierra o no compre; estamos hablando de tierras de más de 2.000 hectáreas. En ese sentido, 
las reglas de juego y el costo para nosotros son argumentos falsos, que no tienen fuerza; los exponen otras 
gremiales que tienen otros intereses. 


Para considerar la superficie, además del índice CONEAT debemos tener en cuenta, sobre todo, los campos 
de basalto, donde realmente se hace la cría de ganado de carne. Pensamos que deben tener una consideración 
especial porque en los campos de índice CONEAT bajo, en campos de basalto, prácticamente solo se puede 
trabajar en el rubro de la ganadería, mientras que en aquellos que poseen un índice CONEAT de más de 150 
se puede realizar cualquier producción y tienen mucho más defensa ante cualquier eventualidad climática. 


De todos modos, si el bien el índice CONEAT es algo a tener en cuenta, no refleja realmente la realidad. Por 
ejemplo, podría pensarse que es lo mismo un campo con índice CONEAT 150 que otro de índice CONEAT 
30 en un campo de basalto, pero con una superficie cinco veces mayor. Realmente para producir no es lo 
mismo. Tiene muchas desventajas. 


Otro aspecto que creemos importante es priorizar el uso de la tierra para producir alimentos. Sabemos que 
está produciendo para biocombustibles y forestación, entre otras cosas. De acuerdo con la demanda de 
alimentos que cada vez incide más, sobre todo para los pobres lo principal es que les llegue alimento todos 
los días pensamos que siempre se debe priorizar su producción sobre otros rubros. 


SEÑOR LÓPEZ.- En cuanto al planteo del señor Diputado Asti acerca de si esto también afecta a las 
tierras de menos de 2.000 hectáreas, los datos de la compraventa, en términos porcentuales, muestran 
que los predios de más de 5.000 hectáreas aumentaron más que los más pequeños. Eso sucedió, 
precisamente, porque los inversores buscaban grandes extensiones de tierra. Ahí está la gran 
concentración. De hecho, de las más de 6:000.000 de hectáreas vendidas, solamente en el año 2006 se 


vendió la mitad: 3:200.000. Ese fue el pico máximo. Eso era lo que selectivamente buscaban los grandes 
compradores de tierra, es decir las grandes áreas, pero debido a que cada vez hay menos para vender 
porque se ha vendido mucho siguen hacia los estratos de menor escala. Es notorio que muchas tierras 
de más de 500 hectáreas han sido reagrupadas. No conocemos el nombre de las empresas que compran, 
pero sabemos que se han ido reagrupando. Basta ver en los campos que los promedios son de ese tipo. 
Sabemos que para llegar a la superficie deseada 5.000, 10.000 o 15.000 hectáreas un mismo inversor va 
comprando en diferentes lugares cuando no puede hacerlo de una sola vez, eso también se viene hacia 
abajo. Entonces, la concentración no solo se ha dado en las grandes extensiones; se ha trasladado a las 
otras. Muchas veces se reagrupan a partir de un mismo inversor, comprador o fondo de inversión 
comprando de a 200, 300 o 500 hectáreas, o lo que haya en la vuelta, para completar la unidad que 
tentativamente quieren. 


Es cierto que la principal concentración se ha dado en las grandes extensiones, pero después hay un efecto 
adicional. Parte de los que muchas veces venden esas tierras de más de 2.000 hectáreas empiezan a buscar 
algunas más marginales de menor tamaño. Por lo tanto, sobre todo en el caso de la cría, muchos propietarios 
con pequeñas propiedades y una parte importante de los que arriendan, quedan excluidos del sistema porque 
esas ventas de grandes tierras provocan un efecto rebote sobre el resto de la producción. 


Se ha dicho en instancias anteriores a veces en ámbitos públicos o a través de los medios que la 
concentración no aumentó, porque los 1.500 más grandes siguen siendo 1.500. Pero se dijo la mitad de la 
verdad: no se dice si esas 1.500 empresas, que son las más grandes, tienen la misma cantidad de tierras o 
más. Nos consta que esas 1.500 empresas tienen muchas más tierras que hace diez años; 1.500 son siempre 
1.500, pero si las ligamos con la superficie total vamos a encontrar el cangrejo debajo de la tierra, si es que lo 
queremos buscar. 


Con respecto a la pregunta de si escalonar progresivamente puede evitar la concentración, ese instrumento 
por sí solo no lo va a hacer por todo lo que venimos diciendo, por el contexto regional y, sobre todo, por la 
presión sobre el recurso de la tierra. Creemos que esta es una medida positiva, pero no podemos ir a 
descansar tranquilos si se aprueba este proyecto así como está porque no se va a terminar con el problema de 
la concentración de tierras en el Uruguay; sabemos que no va a ser así. 


En cuanto a la eficacia del instrumento, a la que se refería el señor Diputado Abdala, sabemos que va a ser 
relativa. En realidad, sin ninguna medida, la concentración ya se generó y los datos que hemos dado muestran 
claramente el impacto y la explosión que ha tenido después de la crisis de 2002 hasta 2008. 


Creemos que los que hoy tienen más tierras van a comprar aún más tierras. Las grandes transnacionales son 
las que juegan muy fuerte en esto, sobre todo en países con muy poca legislación regulatoria, donde los 
Estados están comprando tierras, como sucede en África y en Asia. Muchas veces se trata de tierras públicas. 
Es terrible lo que está pasando en algunos países como, por ejemplo, Nepal en donde como la tierra es 
pública hacen acuerdos bilaterales y Estados o empresas estatales adquieren esas tierras en las que en 
muchísimos casos hay comunidades asentadas, lo que genera otro tipo de conflictos. Por suerte en Uruguay 
por ahora eso no está pasando, pero en la región hay algunas compras de China que muestran la señal de 
alerta. Eso no tiene que ver con este impuesto, pero sí con la importancia del tema. Entonces, el efecto global 
es mucho más perverso y más grave que generar que solamente los que tengan más tierra puedan comprar 
más tierra. 


En cuanto a cuáles son las medidas que visualizamos, entendemos que tiene que haber políticas de regulación 
y de estímulo. Estamos totalmente convencidos de que hay que revisar la Ley de Promoción y Protección de 
Inversiones, es decir, la renuncia fiscal del Estado a favor de la inversión extranjera, sobre toda la directa. 
Reconocemos que el Uruguay vivió momentos de mucha crisis y que la inversión siempre es necesaria, pero 
en el punto en que estamos nuestro país debe ser mucho selectivo en cuanto a qué inversión apoyar y 
estimular con recursos de la sociedad en su conjunto. Creemos que muchas de las empresas que tienen pie en 
la producción, pero también en la agroindustria, en el comercio mundial, toman estos beneficios fiscales, lo 
que muchas veces genera un estímulo a la compra de tierra que termina perjudicando. Por eso hablamos de 
desestímulo y de algunos beneficios fiscales que quizás habría que reorientar, por ejemplo, hacia los sectores 
de la producción nacional. La Ley de Promoción y Protección de Inversiones no permite que los aportantes 
de IMEBA puedan ser beneficiarios. En el Uruguay más del 80% de las empresas son exportadoras por 
IMEBA, es decir que de alguna manera estamos discriminando, y decir que tiene que ser contribuyente de 


IRAE es un dato de la realidad, pero si hay voluntad política quizá se pueda buscar esa adecuación. Quizás 
haya que ver cómo se adjudica la Ley de Promoción y Protección de Inversiones. Creemos que es bueno 
mejorar el acceso a la tierra, sobre todo de los jóvenes, de los productores familiares y de sus hijos a través de 
políticas mucho más profundas de conexión por medio de la Ley N* 11.029 y el Instituto Nacional de 
Colonización, lo que parece que va a traer recursos y mejoras en la gestión. Si bien reconocemos que ha 
mejorado, hay que profundizar en ello. 


La Comisión Nacional viene planteando desde hace mucho un conjunto de políticas públicas a favor de la 
producción familiar que tienen que ver con lo tributario, con lo comercial, con lo fiscal, con el financimiento, 
con la salud, con la educación. Creemos que esa es la manera de contrastar estos efectos. 


Nos parece que en esta medición de la concentración de la tierra deberíamos tener una gráfica, una escala que 
permita estudiar la concentración de las grandes tierras de 10.000 a 50.000 hectáreas como un estrato 
específico o, quizás, poner que las concentraciones de más de 5.000 hectáreas son todas iguales. Esto es 
mucho para el Uruguay; quizás también debería haber una lupa más importante de parte del Estado. 


SEÑOR PARDO.- Fernando López se me adelantó y mencionó algunos de los temas que quería 
plantear. Voy a evitar reiteraciones, pero trataré de reafirmar posiciones con respecto a las preguntas 
que hicieron los señores Diputados. 


No sabemos esto consta en el documento del cual vamos a dejar copia si este impuesto va a solucionar los 
problemas de la concentración. Es más: tenemos serias dudas de que lo solucione, y es por eso que nos 
referimos con énfasis a la necesidad de legislar especificamente para limitar la tenencia de la tierra. Ese no es 
un tema nuevo. Wilson Ferreira ya lo planteaba desde los años setenta y, si bien han cambiado mucho los 
tiempos, la realidad está demostrando que esa gente se adelantaba mucho a los acontecimientos. 


Por supuesto que tendríamos que estudiar esa legislación y adecuarla. Estamos más que convencidos de que 
manejar una cifra de 2.000 o 2.500 hectáreas sería un absurdo, porque todos sabemos que no es lo mismo 
2.000 hectáreas en el basalto superficial que 2.000 hectáreas en el departamento de Soriano 


Creemos que hoy, a nivel científico, existen posibilidades de hacer estudios en profundidad sobre las 
características de los distintos suelos en diferentes zonas del país, vinculados a la infraestructura, al riego, a la 
capacidad propia de los suelos así como también a los diferentes rubros productivos, y consideramos que 
habría posibilidades ciertas de legislar en la materia. 


Insistimos en que no podemos manejar una cifra caprichosamente; creemos que todos nos debemos un 
estudio en profundidad del tema. 


Quienes hoy argumentan contra este impuesto, dicen que el índice CONEAT no es adecuado a la realidad. 
Estamos completamente de acuerdo con eso. Creemos que son elementos que hay que revisar, pero no es un 
argumento para decir que la iniciativa no sirve porque, independientemente de que haya que actualizar el 
índice CONEAT, los datos de la DIEA demuestran específicamente que el precio de los negocios en la 
compra de tierras estuvo totalmente en línea con el índice CONEAT de los suelos. Por lo tanto, si bien no es 
la cifra o una estimación más adecuada, marca líneas y, sin duda, ha habido un paralelismo entre el índice 
CONEAT y el precio de la tierra. 


Con respecto a la imposición del impuesto, diremos que no somos técnicos en temas tributarios, pero 
consideramos que es una línea de trabajo que, por lo menos, trata de buscar el camino de que quien tiene 
mejores posibilidades haga un mayor aporte a la sociedad. Creemos que esa política, que ha formado parte de 
este Gobierno y del anterior, va en esa línea. Lo que tendríamos que definir es cómo hacemos para generar 
ese mecanismo de redistribución para que haya un aporte diferencial por parte de estos sectores de la 
producción. En ese sentido, en el documento también expresamos que no vemos mal que en esa línea de 
trabajo se hicieran excepciones en el caso de sectores destinados a la cría ganadera a fin de que no fueran 
afectados por este impuesto. Nos parece que esa situación también se podría analizar. 


Reitero que no creemos que sea de recibo decir que la propuesta no sirve porque generaría problemas a los 
pequeños ganaderos. Ese es un argumento por la negativa, que no es de recibo, porque no creemos que sean 


muchos los ganaderos de cría que tengan más de 2.000 hectáreas y, en el caso de que hubiera alguno, 
buscaríamos los mecanismos de la excepción, tal como existe en otras iniciativas 


Por otra parte, no creemos que se vaya a generar concentración de tierras. Consideramos que no es un 
argumento válido. Para el caso de productores que supuestamente puedan tener dificultades debido a que 
están dedicados a la ganadería de cría en suelo de basalto superficial que no son muchos, podríamos buscar el 
mecanismo de las excepciones y, por lo tanto, no creemos que se vean obligados a vender la tierra por este 
impuesto. 


Con respecto al resto de los rubros, no tenemos ninguna duda de que no va a implicar dificultades. Tampoco 
se podrá decir que hay cambios en las reglas de juego porque estamos hablando de US$ 4, US$ 8, US$ 12 y 
US$ 16 por hectárea para emprendimientos que según datos de la DIEA están pagando cifras de US$ 300 y 
hasta US$ 400 de arrendamiento por año y, por lo tanto, no creemos que les vaya a cambiar la ecuación. 


Para nosotros tampoco es de recibo el argumento consta en el documento del cambio en las reglas de juego. 


Creemos que como decía el Presidente si hay un sector que ha sufrido un cambio en las reglas de juego ha 
sido, precisamente, el de la producción familiar y no hemos visto mucha preocupación por ese tema. De un 
tiempo a esta parte, este sector está compitiendo con grandes emprendimientos por su recurso natural 
imprescindible, la tierra, y lo está haciendo en condiciones desiguales, ya que los grandes emprendimientos 
se están beneficiando con una política de exoneraciones tributarias que, a esta altura de la vida, en algunos 
casos y en algunos rubros, son absolutamente injustificadas. Eso está generando inequidad con la producción 
familiar en la competencia por la tierra, y prueba de ello es que hoy el INALE junto con el Instituto Nacional 
de Colonización están buscando mecanismos para solucionarlo. Esta es una realidad y nadie la puede negar. 


Ya sea por la vía de la imposición o de la revisión de la política de promoción de inversiones y exoneraciones 
tributarias, creemos que hay que actuar para generar equidad. Reiteramos que si a alguien le cambiaron las 
reglas de juego fue a la producción familiar que, de un tiempo a esta parte, tiene que competir con fondos de 
inversión, con capitales provenientes de no se sabe dónde, por su recurso natural más importante y, por lo 
tanto, creemos que ese es un tema que también tiene que preocupar. 


Por último, quiero hacer una reflexión y un reproche a las autoridades nacionales porque se habla mucho de 
la producción familiar y de la importancia que tiene para la sustentabilidad, el manejo de los recursos 
naturales, el equilibrio demográfico y las tareas culturales pero, en los hechos, lamentablemente, no se han 
concretado políticas de fondo para el sector. Hoy se está recurriendo a préstamos del Banco Mundial y del 
BID para generar algunos recursos a fin de atender a la producción nacional y que para nosotros son 
simbólicos por el monto y la cantidad de productores familiares que hay en el país. En ese sentido, también 
nos parece una incoherencia que, por un lado, se recurra a préstamos del exterior a fin de generar alguna 
aspirina para solucionar los problemas de los productores familiares y, por otro, el país, aceptando una 
renuncia fiscal de volúmenes mucho más importantes, esté beneficiando a los grandes emprendimientos que 
son, precisamente, los que están complicando la sobrevivencia de la producción familiar. Esa es una pregunta 
que aún no se nos ha respondido. Entendemos que el país todo y las autoridades nacionales tienen que 
reflexionar en la materia. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quisiera dar algunos ejemplos. 


Hoy estamos discutiendo por la concentración, pero cuando hablamos de la sustentabilidad de los recursos 
naturales como tema a tener en cuenta, el uso de la tierra en esta expansión, fundamentalmente agrícola, nos 
preocupa mucho que no se tomen las medidas de manejo correspondiente. 


Hay estudios disponibles del subsidio que hace la sociedad en su conjunto a la agricultura continua por 
ejemplo, en la pérdida de nitrógeno de los suelos y a productos con poco valor agregado que muchas veces 
reciben otros beneficios fiscales. 


Según datos del Banco Mundial, en el contexto regional del Cono Sur, donde Uruguay, Argentina, Paraguay, 
Bolivia y Brasil tienen unas 100:000.000 de hectáreas disponibles para la agricultura casi la mitad está en 
Brasil, el 38% es apta para la soja. Eso tiene que generar una alarma adicional porque es la región del mundo 
según el Índice de Gini que tiene la peor distribución de la tierra. Y estos efectos, que son colaterales de la 


expansión agrícola con poca regulación, pueden profundizarse. Por eso reafirmamos como dice el documento 
que esta discusión, más allá de la ley puntual, no es solamente sobre un tema tributario sino, 
fundamentalmente, sobre un aspecto político que tiene un impacto muy importante a nivel social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero que nos entreguen el documento al que han hecho referencia los 
distintos integrantes a efectos de distribuirlo entre los señores legisladores y de que sea incluido en la 
versión taquigráfica. 


Agradecemos la presencia de nuestros invitados por todo lo que han aportado. Quizás, en alguna oportunidad, 
podamos convocarlos nuevamente. Estamos a las órdenes para lo que entiendan pertinente que puedan 
aportar a este debate que estamos generando porque es imprescindible que participen todos los actores 
involucrados en el tema. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Nacional de Fomento Rural) 
(Ingresa a Sala la Asociación Nacional de Productores de Leche) 


——- La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la Asociación Nacional de 
Productores de Leche, integrada por su Presidente, el señor José Alpuin Duque, y su Gerente General, el 
señor Héctor Melgar. 


Como saben, la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes está abocada a la discusión del 
proyecto de ley referido al Impuesto a la Concentración de Inmuebles Rurales remitido por el Poder 
Ejecutivo. Es de estilo, y un factor importante en el intercambio parlamentario, invitar a distintas 
organizaciones e instituciones representativas de los sectores rurales, a los efectos de que nos puedan aportar 
su punto de vista respecto a la iniciativa planteada. 


SEÑOR ALPUIN.- Agradezco la invitación. Hay que valorar la oportunidad que nos da la Comisión de 
presentar nuestra visión, más aún teniendo en cuenta que estamos hablando de algo tan delicado e 
importante para nosotros como es la tierra. 


Actualmente me toca presidir la Asociación Nacional de Productores de Leche, creada en 1933, con raíces 
cooperativas. Nosotros venimos a ser los creadores o la madre de CONAPROLE. Representamos al 60% de 
los productores y abarcamos el 69% de la producción de leche del Uruguay. Por tanto, estamos muy 
involucrados con la producción lechera. 


Desde el punto de vista institucional, compartimos la preocupación por la concentración y la extranjerización 
de la tierra. Entendemos que debe haber regulaciones y restricciones a este fenómeno. Estamos totalmente de 
acuerdo con quienes sostienen que existe concentración y extranjerización y con que hay que tomar medidas. 
No todas las inversiones son buenas; debemos capitalizar las que sirven para el país, para potenciarlas y 
potenciarnos. Creemos que hay que seguir atentamente las nuevas inversiones que están llegando al país, y 
estudiar minuciosamente cada proyecto. 


En cuanto al proyecto de ley a estudio, no creemos que vaya a incidir fuertemente en lo que tiene que ver con 
la concentración. Por lo tanto, pensamos que no va a cumplir con los objetivos por los cuales se pretende 
crear esta iniciativa. Asimismo, creemos que no evitará la concentración ni permitirá la reparación de la 
caminería rural. 


Valoramos que esta iniciativa haya ingresado al Parlamento a fin de debatirla y plantearnos el tema de la 
tierra como algo sumamente importante, que debemos rever de aquí en adelante. 


Desde el punto de vista tributario, a través de este proyecto, se pretende gravar determinado tipo de activo, 
independientemente del resultado de la actividad. Históricamente, el sector agropecuario tiene una renta baja; 
eso se refleja perfectamente en el Impuesto a la Renta: en la medida en que no ganemos más no podemos 
pagar más. 


Nuestro sector no compite por la tierra: perdimos y seguimos perdiendo tierra. En lo últimos diez años, el 
sector lechero ha perdido 200.000 hectáreas. Es impensable que hoy un productor genuino pueda comprar 


100 o 200 hectáreas y pagarlas con la misma producción, inclusive, a veinte años. Ni siquiera podríamos 
pagar los intereses; desde hace algún tiempo, los números no nos dan para eso. 


En el sector, el 43% es propietario de la tierra; el resto la arrienda o está bajo otro tipo de tenencia. Esto nos 
preocupa mucho. 


La lechería es el producto más protegido del mundo; tenemos que ver cómo podemos proteger a ese sector. 
Se trata de una producción netamente familiar. El 78% de los productores tienen menos de 200 hectáreas; el 
30% tienen menos de 50 hectáreas; el 26% posee entre 50 y 100 hectáreas, y el 22% entre 100 y 200 
hectáreas. 


La lechería ha crecido en los últimos tiempos, sobre todo en el último año; se ha dado un crecimiento vertical 
no tenemos ni más vacas ni más tierras de la mano de los precios, debido a una situación coyuntural que 
creemos que ahora se está dando a la baja en los precios internacionales. Pensamos que podemos producir 
más quizás tenemos bajos niveles de la producción por hectárea en base a concentrados y no a pasturas, que 
es la forma más barata y lo que nos hace estar entre los mejores productores del mundo. Pero eso nos puede 
llevar a perder las ventajas competitivas que tiene hoy el Uruguay. 


Concretamente, nuestra preocupación es la tierra, el capital humano que se está perdiendo. Debemos tener en 
cuenta que los productores del sector tienen un promedio de 59 años, y que los tamberos no se hacen sino que 
nacen en el tambo. Tenemos que proteger al sector para que los hijos puedan seguir con la actividad. Si no les 
ofrecemos las oportunidades que se merecen, podemos perder eso. 


Para nosotros esta situación se viene agravando año a año. Las rentas se siguen elevando, producto de la 
competencia en algunos casos desleal, de inversiones financieras o inmobiliarias no de productores genuinos, 
que de alguna forma están presionando a la producción lechera. 


Estamos trabajando con el Instituto Nacional de la Leche y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, porque vemos que esta situación se agrava año a año. Hemos presentado algunos proyectos. No es 
posible comprar tierras. Cada vez será más difícil la competencia por las rentas, y a la larga nos irá 
encerrando. El crecimiento vertical es bueno; se está produciendo más por hectárea, y se está mejorando 
tecnológicamente, pero el crecimiento va a tener un techo. 


Agradecemos nuevamente la oportunidad que se nos da de expresarnos y de poner este tema sobre la mesa, 
que es un punto relevante para nuestros productores. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Me gustaría saber si tienen información de cuántos productores, miembros de la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, serían actores pasivos de este impuesto, es decir, cuántos 
caerían en la categoría de las 2.000 hectáreas CONEAT 100. 


SEÑOR ALPUIN.- No tenemos las cifras exactas, pero no son muchos los productores involucrados. 
Como dije, básicamente se trata de una producción familiar. Lo que nos preocupa es que se estén 
manejando alternativas de más gravámenes para el campo, que sean extensivas a todos los demás 
productores. 


SEÑOR MELGAR.- No tenemos estadísticas. Como decía el Presidente de la Asociación, muchas de las 
tierras son arrendadas. Si bien hay emprendimientos importantes a nivel de la lechería que van a ser 
afectados, son ejemplos puntuales. Evidentemente, los propietarios de las superficies arrendadas van a 
trasladar ese costo a sus arrendatarios. Es una cadena, y es lógico que quieran trasladar los costos al 
usuario final. 


SEÑOR ALPUIN.- Se están arrendando tierras; creemos que no debe haber más de cuatro o cinco 
productores que tengan tierras en propiedad. Hay gente que ha invertido y tiene muchas hectáreas que 
quizás puede arrendar a los productores; en este sentido, podemos decir que hay 
macroemprendimientos. 


Hay productores que han crecido. La lechería se está concentrando; es un fenómeno mundial al que nuestro 
país no escapa. Pero como esos productores arriendan, van a sufrir indirectamente la presión tributaria. 


SEÑOR MELGAR.- Nuestro Presidente fue claro y sabemos que el tiempo de los Diputados es escaso, 
así que trataremos de ser concretos. 


Lo que nos llama la atención del proyecto de ley es alguno de sus contenidos. En la denominación se habla 
de impuesto a la concentración de inmuebles rurales, pero en la segunda parte de la iniciativa aparecen 
adecuaciones de índole tributaria que no podemos explicarnos qué impacto tendrán para evitar este 
fenómeno. Nos referimos a las modificaciones en la valoración de los inmuebles que se venden. 
Precisamente, si este proyecto se aprueba, los cambios con respecto a los inmuebles rurales que se vendan 
van a impactar en cualquier productor rural que los comercialice. A veces, uno se guía por la denominación 
de los proyectos, pero el contenido incluye elementos que, aparentemente, no están muy alineados. 


Tenemos dudas a nivel institucional acerca de que este proyecto impacte de la forma que se pretende por 
parte del Poder Ejecutivo para evitar la concentración. Ya dijo el Presidente que creemos que no la evitará. La 
concentración existe y es un fenómeno que debería estar regulado porque tiene impactos no queridos a nivel 
país. Creemos que no va a tener un impacto importante en la caminería y, además, no entendemos cuál es el 
motivo de la adecuación de las normas tributarias que surgieron de la reforma oportunamente aprobada. Esto 
va en línea con lo que manifestaba el Presidente acerca de que se está perdiendo un poco la óptica. Si se 
trataba de tener pocos impuestos y concentrarlos para apuntar a la eficiencia de los organismos recaudadores, 
con esto se está saliendo de esa línea, porque se crea un nuevo impuesto. Lo que más nos preocupa es que no 
creemos que sea la herramienta adecuada para un objetivo común del que se parte. 


Por otro lado, queremos dejar constancia de que se crea una incertidumbre, principalmente a nivel de la 
opinión pública, de la prensa y de algunos Diputados; inclusive, hay autoridades del Poder Ejecutivo que 
hablan de otra forma de gravar al agro. Creemos que eso quita certeza a la actividad. La actividad lechera y el 
agro en general están pasando por situaciones bastante atípicas a raíz de las crisis mundiales. La lechería está 
atravesando por un momento relativamente bueno porque están bajando los precios internacionales. Los 
productores tratan de reinvertir ese ingreso adicional, pero se necesitan certezas, reglas de juego claras; no se 
puede estar hablando permanentemente de la presión tributaria del agro, que creemos que existe y que es 
razonable. Este es un sector multiplicador que vincula varios temas. 


Si se comparte la idea de que la lechería es una actividad estratégica, hay que tomar medidas para que los 
productores accedan a tierras que les permitan seguir creciendo en forma vertical y también horizontal. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero realizar un aporte al planteo del contador Melgar y con respecto a la 
preocupación de esta asociación de productores. 


Yo vinculo esta cuestión con la forma en que se generan políticas para dar satisfacción a la demanda y 
contemplar la inestabilidad que tienen algunos sectores de la producción lechera en cuanto al arrendamiento. 
Precisamente, la contracara de la política pública que desestimule la concentración de la propiedad pasa por 
políticas que faciliten el acceso a la tierra. Este es el cometido de la segunda parte del proyecto, que apunta a 
dotar de más recursos al Instituto Nacional de Colonización para que pueda desarrollar sus planes, entre los 
cuales uno de los priorizados corresponde al área de la lechería y esta Asociación es partícipe de ello porque, 
de acuerdo con la reglamentación, la opinión de las gremiales lecheras incide en la elección de los 
productores. 


Insisto: la vinculación pasa por ahí. ¿Cuál es la contracara de la concentración? Poder generar políticas 
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públicas que faciliten el acceso a la tierra, y para ello el Instituto Nacional de Colonización requiere más 
recursos. 


Por otro lado, debido al hecho de que desde que se generó la reforma tributaria hasta el momento ha habido 
un cambio notorio en la valorización de estos bienes, se ha realizado un pequeño ajuste con respecto a la 
norma de hoy. En ese sentido, esto es parte de las cosas que un país siempre discute. Las normas tributarias 
como cualquier otra norma no pueden quedar en el congelador para dar tranquilidad ni pueden ser olvidadas 
en el debate público. También podría pensarse que cuando se discute la necesidad de ajustar a la baja la 
presión tributaria como ha ocurrido en otros momentos, la población que no participa de la actividad afectada 
podría pensar: "Nuevamente estamos discutiendo una reforma en la presión fiscal". 


Creo que la tranquilidad que podemos trasmitir como Estado pasa por dar estos ámbitos serios de discusión. 
El Parlamento abre el debate a los verdaderos actores de la producción y en el intercambio con el Poder 
Ejecutivo al que la materia tributaria siempre le corresponde toma en cuenta los elementos que las distintas 
gremiales plantean. 


Insisto: la tranquilidad la tenemos garantizada porque el accionar del Parlamento nacional siempre ha sido el 
de escuchar y no solo por la satisfacción de hacerlo, sino también por la posibilidad de incorporar aquellos 
aspectos que mejoren la legislación. 


Con esto no quiero decirles que salgan a comunicar a los productores de leche que no se va a discutir ningún 
otro tributo, pero en este caso se está tratando de debatir cómo el país genera políticas públicas para 
contemplar la preocupación que planteaba el señor Alpuin. Esta Comisión recibió a otra gremial que 
cuestiona que exista concentración y extranjerización de la tierra. Por otro lado, es importante que quede 
claro en el seno de la Comisión y en el Parlamento que hay gremiales de productores que también aportan al 
conjunto de la riqueza del país y entienden que hay concentración y extranjerización y eso genera un 
problema para su sector. 


SEÑOR ABDALA.- No iba a intervenir, pero la participación del contador Melgar me generó algunas 
dudas por lo concreta y elocuente que fue. Quiero saber si lo que entendí está bien. 


Me quedó la impresión de que esta Asociación ha venido a decirle a la Comisión que advierte que hay un 
fenómeno de concentración de tierras, que está de acuerdo con que el tema se debata, pero queda claro 
también que se han planteado algunas objeciones al proyecto de ley que estamos analizando, que nos interesa 
mucho, porque al respecto el Parlamento tendrá que pronunciarse en breve. Si no entendí mal, aquí se dijo 
que este no es el único instrumento y que, en todo caso, no está demasiado claro que sea verdaderamente 
eficaz en cuanto al objetivo planteado; a continuación se me aclarará el tema y se harán las precisiones que 
correspondan. 


Entre otras cosas, se agregó que no alcanza para solucionar los problemas de infraestructura, porque las 
expectativas de recaudación son escasas o, por lo menos, no demasiado ambiciosas. 


Me pareció claro también que hubo una crítica enfática al segundo capítulo del proyecto, es decir, a los 
cambios que el proyecto contiene con respecto a la tributación vinculada con el aumento de valor de las 
tierras y, por ende, con las rentas que su enajenación genera. Inclusive, me pareció que todo el proyecto se 
vinculó con la eventualidad de que esto modificara las reglas de juego y, por esa vía, se genere incerteza o, 
por lo menos, se afecte la certeza jurídica que en el plano de la inversión y de los negocios tiene que existir. 


(Ocupa la Presidencia el señor Pérez González) 


——- Pregunto concretamente si este es un buen resumen de lo que acabamos de escuchar y, si no lo es, 
solicito que se me formulen las precisiones que correspondan, porque reitero que la intervención del contador 
Melgar que no es contradictoria con lo que el Presidente de la Asociación mencionó antes, a mi juicio, 
concreta algunos conceptos que quiero saber si entendí bien. 


SEÑOR MELGAR.- Nosotros vinimos a trasmitir la visión de la institución; no pretendemos ser los 
dueños de la verdad, sino aportar lo que, desde nuestro punto de vista, puede significar un proyecto de 
estas características. 


Cuando uno habla de cambiar las reglas de juego todo tiene su límite, porque si estamos hablando de 
concentración, entendemos que es una realidad. Reitero que, por lo menos desde el punto de vista de la 
Asociación Nacional de Productores de Leche, hay extranjerización y también concentración. La institución 
no está en desacuerdo con la venida de inversores extranjeros; todo lo contrario. Ya lo manifestó el 
Presidente: las inversiones tienen que ser selectivas; no todas las inversiones son buenas para el desarrollo de 
un país productivo. 


Reitero que no estamos en contra de los capitales extranjeros, pero entendemos que tiene que haber una 
regulación para que las actividades sean complementarias y no sustitutivas. Creemos que debe haber lugar 
para todas las actividades que en su momento se definieron como necesarias para nuestro país. 


Volviendo al tema de las reglas de juego, es evidente que si hablamos de concentración y de extranjerización, 
que si proponemos un debate al respecto y los actores involucrados llegan al convencimiento de que hay que 
hacer algo, entonces, alguien podría decir que eso también implica cambios en las reglas de juego. Lo que 
digo no es contradictorio con otras cosas que se plantearon; evidentemente, en algún momento hay un punto 
de inflexión en el que hay que decidir qué es lo bueno para determinada actividad o para el país. 


Ya lo manifestó el Presidente: estamos de acuerdo con el objetivo. Entendemos que hay concentración y 
extranjerización, y pensamos que es conveniente que esto se discuta y que se lleguen a establecer 
determinados lineamientos que hagan posible que todas las actividades convivan y que la lechería pueda 
desarrollarse como actividad estratégica, que nuclea y que permite que la gente permanezca en el interior. Es 
una actividad que absorbe mucha mano de obra; esta es una de las limitantes que estamos enfrentado en este 
momento. 


Nos resultó clara la intervención del Diputado Pardiñas en cuanto a lo que se pretende con los recursos 
adicionales que se generen con esta modificación, pero tenemos nuestras dudas con respecto al impacto real 
que este cambio tendrá en la consecución del objetivo principal de este proyecto, que es regular la 
concentración de la tierra. Bienvenidos sean los recursos para el Instituto Nacional de Colonización, con el 
que como se decía se está trabajando en forma conjunta. Nos parece correcta la asignación de tierras; es una 
forma de llegar a acuerdos cuando el productor no puede comprar. Creemos que se trata de aspectos que para 
nosotros no tienen vinculación directa. 


Estamos de acuerdo en que hay concentración. Gravar aquellas superficies superiores a 2.000 hectáreas con 
índice CONEAT 100 no creemos que pueda evitarla. Tampoco creemos que la parte tributaria tienda al 
mismo objetivo. Debería seguirse otro camino. La incertidumbre se genera permanentemente porque hay 
cambios lógicos. 


El sector paga el Impuesto a la Renta por lo que gana. Si paga poco es porque gana poco, pero el sector paga 
IRAE,; los productores de menor dimensión pagan IMEBA, que es un impuesto directo. Cuando se habló de 
la reforma tributaria se dijo por más que después se modificó la obligatoriedad de los productores que 
superaban determinado tope que era bueno que los productores tributaran el IRAE porque tributaban por lo 
que realmente ganaban y no de la otra forma, que lo hacen independientemente de lo que ganen. 


No sé si quedó claro lo que pretendimos decir: las reglas de juego en algún momento cambian, pero no 
sabemos si este cambio está alineado con lo que se persigue. 


SEÑOR ALPUIN.- Estoy de acuerdo con lo que dijo el Diputado Pardiñas en cuanto a que el Instituto 
Nacional de Colonización necesita una inyección fuerte de fondos. No compartimos que sea por la vía 
tributaria, pero está haciendo un excelente trabajo; ha priorizado la lechería y la producción. 
Advertimos que hay proyectos y una intención del Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca de 
hacer un fideicomiso de tierras, y creo que también tiene que ser apoyado. Presentamos catorce puntos, 
muchos de ellos vinculados con la posesión de tierras de los pequeños productores. Se está trabajando, 
pero sería muy interesante que el Parlamento en su totalidad se abocara de lleno a este asunto porque 
es importante para la gran producción nacional quiero aclarar que cuando hablamos de lechería nos 
referimos a los productores, no a la leche que sale, y estamos velando por una inmensa mayoría de 
productores que a la larga puede quedar por el camino. Es necesario comenzar a trabajar; por eso 
queremos felicitarlos por tomar este tema y ponerlo arriba de la mesa. 


(Se autoriza a intervenir al señor Representante Toledo Antúnez) 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Coincidimos en que la concentración existe y en que es un problema 
que hay que atacar. Por lo que han planteado, no ven con certeza que pueda ser efectivo el proyecto de 
ley presentado en cuanto a limitar o desestimular la concentración de la tierra. Por lo tanto, quisiera 
saber cuál es el camino a seguir, según los productores de leche, a los efectos de evitar esa 
concentración, si puede ser a través de la vía legislativa, a través de limitar la propiedad de la tierra, 
como otros han planteado, o si visualizan algún otro, a fin de llegar a los objetivos que compartimos. 


(Se autoriza a intervenir al señor Representante Perrachón) 


SEÑOR PERRACHÓN.- En el mismo sentido que el Diputado Toledo Antúnez, quiero decir que si las 
reglas de juego son que se concentre la propiedad de la tierra en pocos propietarios y que la lechería 
pierda tierras porque no es competitiva con otro tipo de producción o de especulaciones llamémosle así 
para entendernos ¿cómo se hace para cambiar si no es por la vía tributaria? ¿Cómo cambiamos las 
reglas de juego? Porque lo que quiere el Gobierno es cambiar. ¿Cómo cambiamos sin cambiar reglas 
de juego? Si esta gremial tiene algún camino concreto para proponer les agradeceríamos. 


SEÑOR ALPUIN.- Creemos que lo que se está manejando hoy en día en cuanto a que se aumente la 
renta por la soja por decir algo; no tenemos nada en contra de los productores de soja o en contra de 
los agricultores de US$ 8 a US$ 16, cuando producen de 600 a 900 kilos por hectárea, no es una 
incidencia que haga desistir a grandes inversionistas. 


Se han propuesto incentivos a la producción lechera a través del fideicomiso de tierras y que sea declarada de 
interés general, es decir, tratando de ayudar a la producción lechera para que sea competitiva con el sector. 
Pero tampoco descartamos que pueda haber limitantes a la tenencia de tierras. Creo que la actuación 
legislativa puede ser positiva, aunque realmente no lo hemos considerado. En los países vecinos se está 
organizando de esta forma. No queremos emitir opinión sobre este tema. Puede ser una posibilidad, pero más 
que nada hay que apuntar al incentivo de la producción, a fin de que la lechería pueda competir con la tierra. 
Creemos que es el camino más correcto. Lo bueno es que el tema esté arriba de la mesa y que se evalúen 
todas las ideas que surjan de las reuniones. 


SEÑOR MUJICA.- Ustedes consideran que las franjas que se proponen no desalientan la 
concentración; ¿respaldarían como asociación franjas más altas, por ejemplo de US$ 25 o US$ 50 la 
hectárea, a partir de cierto grado de concentración? Porque si el problema del desaliento o el aliento 
está en las franjas podemos hablar del monto que, verdaderamente, desalienta la concentración de la 
tierra. 


SEÑOR MELGAR.- Creemos que no es un problema de montos. Desde nuestra modesta opinión 
pensamos que la herramienta que se propone no va a subsanar el problema; no es cuestión de elevar 
los topes, o de elevar o crear nuevas franjas 


Creemos que hay concentración de la tierra y que, sin coartar la libertad, debería haber una regulación. ¿Cuál 
es la regulación que podría tender a evitar o a disminuir esa concentración y extranjerización de la tierra no 
querida? Ese es el elemento que nos congratulamos que se ponga arriba de la mesa, porque este es el ámbito 
para que todos los involucrados discutamos al respecto, porque nos consta que hay distintas opiniones. Pero 
creemos que hay otros elementos, no solo tributarios, que van a ser mucho más efectivos. 


Estas franjas ni las que se puedan crear o incrementar van a subsanar el problema de la concentración e, 
inclusive, de la extranjerización no querida de la tierra de todos los uruguayos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita. 


Quedamos a las órdenes. Quizás podamos comunicarnos en otra oportunidad para seguir abundando sobre un 
punto que inexorablemente está en la agenda política, y eso es lo que saludamos. 


(Se retira de Sala la Asociación Nacional de Productores de Leche) 


——- Corresponde mencionar que no es fácil armar la agenda de la Comisión en función de la cantidad de 
instituciones a convocar y del calendario que tenemos. En principio, el próximo 19 de octubre recibiríamos 
cuatro delegaciones: el Congreso de Intendentes, el Instituto de Derecho Tributario, la Cátedra de Derecho 
Agrario y las Cooperativas Agrarias Federadas. Para el 26 de octubre estaríamos convocando a la Sociedad 
de Productores Forestales, a la empresa Montes del Plata, a UPM y al Instituto Nacional de Estadística. Nos 
estaría faltando invitar al Instituto Nacional de Colonización, al Director General de Rentas, a la Comisión de 
Asuntos Agroalimentarios del PP-CNT, a la Facultad de Agronomía, a los Ministerios de Economía y 
Finanzas, y de Ganadería, Agricultura y Pesca, y a la OPP. 


A vuelo de pájaro, esto implicaría culminar a fines de noviembre, máxime si pretendemos como se había 
dicho en su oportunidad convocar a las autoridades del Poder Ejecutivo por separado. 


Quizás la Comisión deba tener un régimen de trabajo especial, como lo ha hecho en otras oportunidades. 
Después del día 18 que no hay sesiones de Cámara y hasta fin de mes podríamos tener las reuniones los días 
miércoles, en un régimen de doble turno uno, hasta mediodía y, otro, a partir de la hora 14, a fin de 
concentrar el trabajo y, sobre todo, facilitar la tarea de los compañeros del interior. Así podríamos recibir seis, 
siete u ocho delegaciones con el fin de acelerar el trabajo y llegar a la primera quincena del mes de 
noviembre habiendo recibido a todas las delegaciones. 


SEÑOR ASTI.- La verdad es que no conocía el detalle de las delegaciones que se había invitado. 


Puedo apreciar que se está invitando al Director General de Rentas. Pienso que no sería conveniente invitarlo 
separado del señor Ministro de Economía y Finanzas; en todo caso, habría que invitarlos juntos. 


SEÑOR MUJICA.- Dijimos que estábamos abiertos a invitar a todos los que se quisiera, pero también 
dijimos que teníamos el compromiso de transformar el proyecto en ley en el correr de este año. Eso 
implica que la Cámara de Diputados debería discutirlo en alguna de sus sesiones de noviembre porque, 
de lo contrario, no llegamos. 


Seguimos abiertos a cualquier ritmo de trabajo que se nos proponga; no hay ningún inconveniente; hay total 
amplitud a que vengan a exponer las delegaciones que quieran, pero seguimos reafirmando que queremos 
tratar el tema en el plenario en alguna de las sesiones de noviembre. Por consiguiente, adecuándonos a esa 
exigencia temporal, que es un compromiso que tiene la bancada de Gobierno con el Poder Ejecutivo, estamos 
de acuerdo con todo lo que se proponga. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que en el Partido Nacional hay ánimo de trabajar todo lo que sea 
necesario y, por lo tanto, de comprimir las agendas y convocar a la Comisión todas las veces que 
corresponda. 


Simplemente quiero recordar que, además del tratamiento de la Rendición de Cuentas, tenemos dos 
convocatorias pendientes por dos temas distintos: una, al Director General de Rentas, por la reciente 
resolución que interviene en la información de colegios y clubes deportivos y, otra, promovida por el señor 
Diputado Gandini, a las autoridades del Instituto Nacional de Estadística con relación a la marcha del censo. 
Acepto que el tema prioritario es el proyecto, pero en algún momento habrá que intercalar estas 
convocatorias. No sé cuál es el momento oportuno, pero habrá que buscarlo. 


SEÑORA PIÑEYRÚA.- En el listado de delegaciones a recibir que mencionó el Presidente están 
incluidos las autoridades del Instituto Nacional de Estadística y el Director General de Rentas; creo 
que su inclusión en la lista no obedece al proyecto de ley que estamos considerando hoy, sino a la 
petición del señor Diputado Gandini. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así es. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quería recordarles que tenemos que considerar el proyecto de Rendición de 
Cuentas y que la Comisión integrada está citada para el próximo jueves. 


Por otra parte, en cuanto al planteo que realizó el señor Diputado Gandini, tengo una inquietud. Considero 
que este es un tema típico de la Comisión Especial de Población y Desarrollo Social. Entonces, para aliviar el 
trabajo de la Comisión de Hacienda, sugiero que este tema sea derivado a la de Población y Desarrollo Social 
y que cuando se coordine, se curse invitación a los miembros de la Comisión de Hacienda. 


SEÑOR ABDALA.- Me parece opinable. Es legítimo el planteo del señor Diputado Pardiñas, pero 
también sostener que en esta Comisión analizamos y recibimos a las autoridades del Instituto Nacional 
de Estadística en ocasión de aprobar los rubros presupuestales para financiar el censo que se está 
llevando a cabo. Inclusive, en esa oportunidad, se nos hizo una presentación de esta nueva modalidad 


de censo. En esa perspectiva, parece razonable que esta Comisión escuche a esas mismas autoridades 
con relación a la marcha del proyecto. 


De todas formas, como no está presente el señor Diputado Gandini, que es quien promovió esta instancia, 
estamos dispuestos a consultarlo, pero reitero que tan legítimo como el planteo es mantenernos en nuestra 
tesitura de que es a esta Comisión a la que deberían comparecer. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Tomando en cuenta la propuesta de trabajo que hacía el Presidente para después 
del día 18, si todas las bancadas están de acuerdo en ajustar las agendas, podríamos comprometernos a 
trabajar el próximo miércoles 19 en doble horario, y ese mismo día veríamos qué régimen seguir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos prácticos porque es imposible una planificación tan ajustada, la 
Presidencia toma la propuesta del señor Diputado Sánchez, y pone a consideración que el próximo 
miércoles 19 trabajemos en doble horario: desde la hora 10 hasta la hora 12 y 30 y desde la hora 14 en 
adelante, con la intención de convocar cuatro delegaciones en la mañana y cuatro en la tarde, y el 
mismo miércoles definimos el régimen de trabajo para la otra semana. 


Antes de finalizar debo decir que el Senado de la República modificó el proyecto de ley que aprobamos en 
Diputados denominado: "Desarrollo de actividades de personas jurídicas titulares de empresas instaladas en 
zona franca". Por lo tanto, deberíamos considerarlo en la Comisión a fin de viabilizar su pasaje al plenario. 
Sugiero que lo tratemos el próximo miércoles. Si están de acuerdo, lo estaríamos incluyendo como un punto 
del orden del día. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Mañana estaremos presentando el informe sobre el proyecto referido a dragado 
a fin de que pueda ser tratado en el plenario la próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


